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1. ASUNTO

Mediante este pronunciamiento, la Sala define lo pertinente en relación con la competencia funcional para conocer de la presente acción de tutela.

2. PARA RESOLVER SE CONSIDERA

La señora MARÍA AMANDA CEBALLOS GONZÁLEZ interpuso acción de tutela en contra del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio  y FONVIVIENDA, toda vez que considera vulnerado su derecho fundamental de petición.

Dentro de los hechos narrados por la actora, se advierte que la misma dirigió un derecho de petición al FONDO NACIONAL DE VIVIENDA – FONVIVIENDA mediante el cual solicitó la entrega del subsidio a vivienda por haberse postulado en el año 2007, sin que a la fecha haya recibido dicho auxilio, el cual fue enviado el 21 abril de 2016 a través de la empresa de corro Servientrega con la guía No.941871852 y del que  no ha obtenido respuesta alguna, lo que consideró una vulneración a su derechos fundamental de petición. 

El asunto arribó esta sede el día 10 de junio de 2016, luego del reparto efectuado en la oficina judicial de esta ciudad. 
No obstante, esta Corporación debe declarar su incompetencia para adelantar el trámite propuesto, debido a que de la lectura realizada al escrito introductorio se puede establecer que la presunta vulneración de los derechos invocados recae exclusivamente sobre FONVIVIENDA y una vez consultado el organigrama de las entidades estatales de nuestro país, es evidente que FONVIVIENDA es un fondo adscrito al Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial –Decreto 555 de 2003-, y hace parte del sector descentralizado por servicios.

En ese orden de ideas, la competencia para el conocimiento del presente trámite radica en los Juzgados con categoría de Circuito, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del numeral 1, artículo 1 del Decreto 1382 de 2000 y, por consiguiente, se deberán remitir las presentes diligencias a la Oficina Judicial para que sean nuevamente repartidas. 

Sobre el particular, en providencia T-30501 de 2007 de la H. Corte Suprema de Justicia en la cual decretó la nulidad de todo lo actuado por falta de competencia, expuso que: 

“De acuerdo con el citado decreto, cuando las demandas de tutela son presentadas contra organismos o entidades descentralizadas por servicios del orden nacional, deberán ser repartidas para su conocimiento a los jueces del circuito.

Según se indicó, la acción que ocupa la atención de la Sala la dirige el actor en contra del Fondo Nacional de Vivienda – FONVIVIENDA, entidad pública cuya naturaleza jurídica aparece señalada en el artículo 1° del Decreto 555 de 2003:

“Artículo 1°. Creación, naturaleza jurídica y jurisdicción. Créase el Fondo Nacional de Vivienda «Fonvivienda» como un fondo con personería jurídica, patrimonio propio, autonomía presupuestal y financiera, sin estructura administrativa ni planta de personal propia; sometido a las normas presupuestales y fiscales del orden nacional y estará adscrito al Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial.”

Por otro lado, el artículo 38 de la Ley 489 de 1998, en relación con la “Integración de la Rama Ejecutiva del Poder Público en el orden nacional”, señala:

“La Rama Ejecutiva del Poder Público en el orden nacional, está integrada por los siguientes organismos y entidades:

1. Del Sector Central:

(...)

2. Del Sector descentralizado por servicios:

“a) Los establecimientos públicos

b) Las empresas industriales y comerciales del Estado

c) Las superintendencias y las unidades administrativas especiales con personería jurídica

d) Las empresas sociales del Estado y las empresas oficiales de servicios públicos domiciliarios

e) Los institutos científicos y tecnológicos

f) Las sociedades públicas y las sociedades de economía mixta (…)”.

De tal suerte que, por tener personería jurídica, según determina el artículo 38-2 de la Ley 489 de 1998, este organismo corresponde al Sector Descentralizado por servicios.  En consecuencia, frente a las normas de competencia contenidas en el Decreto 1382 de 2000, las tutelas que se dirijan en su contra corresponden, en primera instancia, a los jueces del circuito o con categoría de tales.

De acuerdo con lo anterior y teniendo en cuenta lo dispuesto por el inciso segundo del numeral primero del artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, debe conocer de la presente actuación el Juez del Circuito, por lo que la Sala Penal del Tribunal Superior de Ibagué no era competente para tramitar y decidir de fondo la acción de tutela formulada por CRISTÓBAL GÓNGORA BARRETO.
De esta forma, imperioso resulta declarar oficiosamente la nulidad de todo lo actuado en la primera instancia, conforme a lo normado en los artículos 140, numeral 2 y 145 del Código de Procedimiento Civil, aplicables al trámite de tutela por virtud del principio de integración consagrado en el artículo 4 del Decreto 306 de 1992.”

Sumado a lo anterior, se debe tener en cuenta que esa misma Corporación expidió un Auto dentro de la acción de tutela No.70.953 fechado cinco (05) de diciembre de dos mil trece (2013), con ponencia de la Dra. María del Rosario González Muñoz, a través del cual decretó la nulidad de la actuación surtida en una acción de tutela instaurada contra el Fondo Nacional de Vivienda que este Tribunal conoció en primera instancia, al considerar que la competencia en esos casos es de los Jueces del Circuito. En la referida providencia se expuso lo siguiente:

“En ese orden, y como quiera que los organismos encargados de pronunciarse sobre los hechos objeto de amparo constitucional en este asunto son Fonvivienda cuya naturaleza jurídica, de acuerdo con el artículo 1º del Decreto 555 de 2003, en efecto, es la un fondo con personería jurídica, patrimonio propio, autonomía presupuestal y financiera sometido a las normas presupuestales y fiscales del orden nacional y adscrito al Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio (…) esto es, hacen parte de las entidades del orden nacional descentralizado por servicios, ninguna duda emerge en cuanto a que la Sala Penal del Tribunal de instancia no podía conocer de la solicitud de amparo presentada por el actor. 

Por lo anterior, la regla a aplicar en materia de competencia es aquella prevista en el artículo 1º numeral 1º,  inciso 2º del Decreto 1382 de 2000…”

Por lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, DECLARA SU INCOMPETENCIA para conocer de la presente acción de tutela instaurada por la señora MARÍA AMANDA CEBALLOS GONZÁLEZ  y ORDENA que la demanda sea repartida entre uno de los despachos judiciales con categoría de circuito de esta ciudad. 

Entérese de esta determinación a la accionante, para los fines consiguientes.
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